
 

 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO  

DE ORALIDAD 

SANTIAGO DE CALI 

Radicación: 76-001-33-33-002-2020-00163-00 

Demandante: BRIAN RICARDO PRADO DIAZ 

Demandado: RAMA JUDICIAL-DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN 

JUDICIAL (DEAJ) 

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

 
Santiago de Cali, 19 de octubre de 2020 

  Interlocutório No. 584 

 

 

Decide el juzgado lo pertinente sobre el proceso promovido por el señor BRIAN RICARDO 
PARADO DIAZ contra la NACIÓN- RAMA JUDICIAL- DIRECCION EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACION JUDICIAL (DEAJ), quien a través del medio de control de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho-Laboral pretende la nulidad de la Resolución No. 
DESAJCLR19-6948 del 23 de agosto de 2019 y el acto ficto negativo producto del recurso de 
apelación interpuesto contra la anterior resolución, y en consecuencia reconocer que la 
bonificación judicial que percibe el actor constituye factor salarial para liquidar todas las 
prestaciones sociales actualmente por él devengadas y las que se causen a futuro para 
realizar la reliquidación pertinente al actor conforme se pretende en la demanda.  
 

Revisada la demanda, se observa al tenor de lo dispuesto en los artículos 130
1 y 131 de la 

Ley 1437 de 2011 y el artículo 141.14
2 de la Ley 1564 de 2012, que la cuestión jurídica 

estructura una causal de impedimento toda vez que existe pleito pendiente donde se 
controvierte la misma cuestión ante el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo proceso de referencia: 1533-2013 donde se resuelve la “demanda de nulidad 
por inconstitucionalidad y la solicitud de suspensión provisional, presentada por el Dr. Cesar 
Augusto Saavedra Madrid en nombre propio contra la Nación – Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público- Ministerio del Interior y de Justicia- Departamento Administrativo de la 
Función Pública a través de la cual solicita la declaratoria de nulidad de los apartes 
normativos señalados en el artículo 1 (parágrafo) y 3 en los decretos 0382, 0383 y  0384 de 
2013, dictados por el Gobierno Nacional en desarrollo de las normas generales de la Ley 4 
de 1992, mediante la cual se creó la bonificación judicial para los servidores públicos de la 
Fiscalía General de la Nación”. Adjunto Auto Interlocutorio emitido por el Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo de fecha 08 de junio de 2017. 
 
En consecuencia con el análisis normativo de los artículos 130 y 131 de la Ley 1437 de 2011 
y el artículo 141.14 de la Ley 1564 de 2012, el juzgado 

 
1Artículo 130. Causales. Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los 
casos señalados en el artículo 150 del Código de Procedimiento Civil y, además, en los siguientes eventos: (…)  
2 Artículo 141 numeral 14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 

segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la misma cuestión jurídica 

que él debe fallar. 

 



2 
 

 
 

DISPONE: 
 
1-. DECLARARSE impedido por estar en curso la causal del numeral 14 del artículo 141 de la 
Ley 1564 de 2012. 
 
2-. REMITIR el expediente al Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Cali de 
conformidad con el artículo 131 numeral 1 de la ley 1437 de 2011. 
 
3-. DISPONER las cancelaciones respectivas y proceder a la compensación. 
 
4-. NOTIFÍQUESE, comuníquese y cúmplase. 

 
 

César Augusto Saavedra Madrid 

Juez Segundo Administrativo de Oralidad 

 



 
 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO  
DE ORALIDAD 

SANTIAGO DE CALI  

Radicación: 76001-33-33-002-2019-00310-00 
Demandante: ALBA NORY RIVERA CHAUX 
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG-.  
 

Santiago de Cali, 22 de octubre de 2020 
          

Auto Interlocutorio No. 587   
 
Profiere el Juzgado, en sede de instancia, la decisión sobre sentencia anticipada que ordena el 
decreto 806 de 2020, proceso que promueve ALBA NORY RIVERA CHAUX contra NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO -FOMAG-. 
 

1-. Antecedentes del proceso y ajuste del trámite al Decreto 806 de 2020 
 
a.- La demanda que dio origen al proceso fue presentada el día 15 de noviembre de 2019 por 
ALBA NORY RIVERA CHAUX. 
 
b.- Se dirigió contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG, misma que tiene como objeto el 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria establecida en la ley 1071 de 2006, 
modificatoria de la ley 244 de 1995, por el pago tardío de sus cesantías. 
 
c.- Fue admitida por Auto interlocutorio No. 3078 del 25 de noviembre de 2019, notificado 
personalmente a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG-, MINISTERIO PÚBLICO Y A LA AGENCIA 
NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO.  
 
d.- De conformidad con la constancia secretarial que obra en el expediente, se surtió la 
notificación personal y los traslados respectivos. 
 
e.- El proceso ingresó al despacho para convocar a la audiencia inicial de que trata el art. 180 
de la ley 1437. Sin embargo, en la medida en que se verifica la hipótesis del art. 13.1 del decreto 
806 para dictar sentencia anticipada, toda vez que únicamente la demandante allegó pruebas 
documentales y no solicitó el decreto de adicionales, por lo que no es necesario practicar 
pruebas, no se llevará a cabo audiencia inicial y se adoptarán las medidas para adecuar el 
trámite al citado decreto, que en este punto dispone textualmente: 

Art. 13. Sentencia anticipada en lo contencioso administrativo. El juzgador deberá 
dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro derecho o no 
fuere necesario practicar pruebas, caso en el cual correrá traslado para alegar por 
escrito, en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 
y la sentencia se proferirá por escrito. 



 
  2.- Decisión sobre las pruebas documentales. 
 
1.- La parte demandante allegó con la demanda:  

• Resolución No. 4143.010.21.01806 del 16 de febrero de 2018 la Secretaria de 
Educación del Municipio de Santiago de Cali reconoció y ordenó el pago de cesantía 
parcial.  

• Recibo de pago de la cesantía del BANCO BBVA COLOMBIA S.A. el 25 de abril de 2018 
por un valor de $7.081.072. 

• Certificado de salarios. 
• Petición realizada presentó ante el FOMAG el 17 de mayo de 20190 solicitando el 

reconocimiento y pago de la sanción por mora establecida en la Ley 1071 de 2006. 
 

Las cuales se incorporarán al proceso y se admitirán como pruebas documentales, de 
conformidad con lo previsto en el art. 173 de la ley 1564. 
 
2.- De otra parte, la parte demandante no solicitó pruebas. Requirió que se tengan como 
pruebas las aportadas en el debido tiempo al plenario. 
 
3.- En desarrollo de lo anterior, en esa esta providencia (i) se incorporarán las pruebas 
allegadas, admitiendo las documentales presentadas con la demanda; (ii) se adoptarán medidas 
para otorgar a los sujetos procesales la oportunidad para tener acceso a los documentos 
necesarios para presentar sus alegatos de conclusión, luego de lo cual se les correrá el traslado 
para alegar por escrito, por el término de diez días, dentro del cual el señor agente del 
Ministerio Público podrá rendir su concepto; y (iii) surtido el traslado para alegar se proferirá 
sentencia anticipada por escrito. 
 
4.- Las anteriores medidas se imparten en cumplimiento de lo previsto en el parágrafo primero 
del art. 2 del decreto 806 de 2020 conforme con el cual,  
 

se adoptarán todas las medidas para garantizar el debido proceso, la publicidad y el 
derecho de contradicción en la aplicación de las tecnologías de la información y de 
las comunicaciones. Para el efecto, las autoridades judiciales procurarán la efectiva 
comunicación virtual con los usuarios de la administración de justicia y adoptarán 
las medidas pertinentes para que puedan conocer las decisiones y ejercer sus 
derechos 

 
y en los arts. 3 y 4 del mismo decreto, que disponen, respectivamente: 
 

Art. 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la 
información y las comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus 
actuaciones y asistir a las audiencias y diligencias a través de medios tecnológicos. 
Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial competente, y a todos los 
demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del proceso o 
trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones 
que realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la 
autoridad judicial. 
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las 
actuaciones y desde estos se surtirán todas las notificaciones, mientras no se 
informe un nuevo canal... 



 
Art. 4. Expedientes. Cuando no se tenga acceso al expediente físico en la sede judicial, 
tanto la autoridad judicial como los demás sujetos procesales colaborarán 
proporcionando por cualquier medio las piezas procesales que se encuentren en su 
poder y se requieran para desarrollar la actuación subsiguiente. La autoridad 
judicial, directamente o a través del secretario o el funcionario que haga sus veces, 
coordinará el cumplimiento de lo aquí previsto.... 

 
5.- Aunque a partir de los antecedentes del proceso se estima que los sujetos procesales deben 
contar con los documentos necesarios para formular sus alegaciones en la medida que fueron 
notificados de las actuaciones previas, y se surtieron los traslados correspondientes, con el 
objeto de garantizar su derecho de acceso al expediente podrán señalar si les faltan algunos de 
ellos, dentro del término de cinco días hábiles contados a partir de la ejecutoria del presente 
auto. 
 
6.- El escrito en el que se haga tal manifestación deberá dirigirse al correo electrónico 
adm02cali@cendoj.ramajudicial.gov.co,  habilitado para recibir memoriales y, en forma 
simultánea, por correo electrónico a los demás sujetos procesales (la omisión a este deber se 
sancionará como lo prevé el art. 78.14 de la ley 1564) con el objeto de que estos den 
cumplimiento al deber previsto en el art. 4 del decreto 806 y remitan copia digital de los 
documentos que requieran los demás. 
 
  En consecuencia, se RESUELVE: 
 
 
1.- INCORPÓRENSE al expediente las pruebas documentales allegadas con la demanda, las 
cuales se admiten como tales y están relacionadas en la parte motiva de esta providencia. Dese 
cumplimiento por Secretaría. 
 
2.- NOTIFÍQUESE la presente providencia mediante estado electrónico, en atención a lo 
dispuesto por el art. 9 del decreto 806 de 2020. Dese cumplimiento por Secretaría. 
 
3.- EJECUTORIADA la presente decisión ingrésese el proceso al despacho para correr traslado 
para alegar de conclusión, verificadas las condiciones señaladas en la parte motiva. Dese 
cumplimiento por Secretaría. 
 
4.- Al estar verificado que se encuentran registrados los correos electrónicos de los sujetos 
procesales, solo se recuerda que deben comunicar a la Secretaría de este despacho cualquier 
modificación en la información de los canales de comunicación electrónica, dando 
cumplimiento a lo dispuesto en el art. 3 del decreto 806 de 2020. 
 
 
Notifíquese y cumplase. 
 

 
CÉSAR AUGUSTO SAAVEDRA MADRID 

Juez Segundo Administrativo de Oralidad 

mailto:adm02cali@cendoj.ramajudicial.gov.co


 
 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO  
DE ORALIDAD 

SANTIAGO DE CALI  

Radicación: 76001-33-33-002-2019-00135-00 
Demandante: LUZ ELENA ESCOBAR CARDOZA 
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG- y 
MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI.  

 
Santiago de Cali, 22 de octubre de 2020 

          
Auto Interlocutorio No. 588   

 
Profiere el Juzgado, en sede de instancia, la decisión sobre sentencia anticipada que ordena el 
decreto 806 de 2020, proceso que promueve LUZ ELENA ESCOBAR CARDOZA contra NACIÓN 
– MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO -FOMAG- y MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI. 
 

1-. Antecedentes del proceso y ajuste del trámite al Decreto 806 de 2020 
 
a.- La demanda que dio origen al proceso fue presentada el día 14 de mayo de 2019 por LUZ 
ELENA ESCOBAR CARDOZA. 
 
b.- Se dirigió contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG y MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, 
misma que tiene como objeto la reliquidación de su pensión de jubilación la inclusión de todos 
los factores salariales devengados en el año anterior a la adquisición del status pensional. 
  
c.- Fue admitida por Auto interlocutorio No. 2128 del 24 de julio de 2019, notificado 
personalmente a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG-, al MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, 
al MINISTERIO PÚBLICO y a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO.  
 
d.- De conformidad con la constancia secretarial que obra en el expediente, se surtió la 
notificación personal y los traslados respectivos. 
 
e.- El proceso ingresó al despacho para convocar a la audiencia inicial de que trata el art. 180 
de la ley 1437. Sin embargo, en la medida en que se verifica la hipótesis del art. 13.1 del decreto 
806 para dictar sentencia anticipada, toda vez que únicamente la demandante allegó pruebas 
documentales y no solicitó el decreto de adicionales, por lo que no es necesario practicar 
pruebas, no se llevará a cabo audiencia inicial y se adoptarán las medidas para adecuar el 
trámite al citado decreto, que en este punto dispone textualmente: 
 

Art. 13. Sentencia anticipada en lo contencioso administrativo. El juzgador deberá 
dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro derecho o no 
fuere necesario practicar pruebas, caso en el cual correrá traslado para alegar por 



escrito, en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 
y la sentencia se proferirá por escrito. 
 

  2.- Decisión sobre las pruebas documentales. 
 
1.- La parte demandante allegó con la demanda:  

• Resolución No. 4143.010.21.9005 del 09 de noviembre de 2017 la Secretaria de 
Educación del Municipio de Santiago de Cali reconoció y ordenó el pago de pensión de 
jubilación. 

• Recurso de reposición contra la anterior decisión solicitando inclusión de horas extras. 
• Resolución No. 4143.010.20.01890 del 19 de febrero de 2018 que accede a lo solicitado 

en la reposición. 
• Solicitud de ajuste de pensión con la inclusión de factores salariales. 
• Resolución No. 4143.010.21.07967 del 31 de agosto de 2018 que negó el ajuste de la 

pensión de jubilación. 
• Recurso de reposición contra la anterior Resolución, la cual fue radicada el 13/09/2018 

en la Secretaria de Educación Municipal de Santiago de Cali. 
• Resolución No. 4143.010.21.0.00654 del 31 de enero de 2019 que resuelve el anterior 

recurso y confirma en su integridad la Resolución No. 4143.010.21.07967 del 31 de 
agosto de 2018. 

• Certificado de salarios. 
 
La parte demandada NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG y MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI 
no allegaron pruebas documentales. 
 
Las cuales se incorporarán al proceso y se admitirán como pruebas documentales, de 
conformidad con lo previsto en el art. 173 de la ley 1564. 
 
2.- De otra parte, la parte demandante no solicitó pruebas, al igual que la NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO -FOMAG y MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI. 
 
3.- En desarrollo de lo anterior, en esta providencia (i) se incorporarán las pruebas allegadas, 
admitiendo las documentales presentadas con la demanda; (ii) se adoptarán medidas para 
otorgar a los sujetos procesales la oportunidad para tener acceso a los documentos necesarios 
para presentar sus alegatos de conclusión, luego de lo cual se les correrá el traslado para alegar 
por escrito, por el término de diez días, dentro del cual el señor agente del Ministerio Público 
podrá rendir su concepto; y (iii) surtido el traslado para alegar se proferirá sentencia anticipada 
por escrito. 
 
4.- Las anteriores medidas se imparten en cumplimiento de lo previsto en el parágrafo primero 
del art. 2 del decreto 806 de 2020 conforme con el cual,  
 

se adoptarán todas las medidas para garantizar el debido proceso, la publicidad y el 
derecho de contradicción en la aplicación de las tecnologías de la información y de 
las comunicaciones. Para el efecto, las autoridades judiciales procurarán la efectiva 
comunicación virtual con los usuarios de la administración de justicia y adoptarán 
las medidas pertinentes para que puedan conocer las decisiones y ejercer sus 
derechos 



 
y en los arts. 3 y 4 del mismo decreto, que disponen, respectivamente: 
 

Art. 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la 
información y las comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus 
actuaciones y asistir a las audiencias y diligencias a través de medios tecnológicos. 
Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial competente, y a todos los 
demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del proceso o 
trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones 
que realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la 
autoridad judicial. 
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las 
actuaciones y desde estos se surtirán todas las notificaciones, mientras no se 
informe un nuevo canal... 

 
Art. 4. Expedientes. Cuando no se tenga acceso al expediente físico en la sede judicial, 
tanto la autoridad judicial como los demás sujetos procesales colaborarán 
proporcionando por cualquier medio las piezas procesales que se encuentren en su 
poder y se requieran para desarrollar la actuación subsiguiente. La autoridad 
judicial, directamente o a través del secretario o el funcionario que haga sus veces, 
coordinará el cumplimiento de lo aquí previsto.... 

 
5.- Aunque a partir de los antecedentes del proceso se estima que los sujetos procesales deben 
contar con los documentos necesarios para formular sus alegaciones en la medida que fueron 
notificados de las actuaciones previas, y se surtieron los traslados correspondientes, con el 
objeto de garantizar su derecho de acceso al expediente podrán señalar si les faltan algunos de 
ellos, dentro del término de cinco días hábiles contados a partir de la ejecutoria del presente 
auto. 
 
6.- El escrito en el que se haga tal manifestación deberá dirigirse al correo electrónico 
adm02cali@cendoj.ramajudicial.gov.co,  habilitado para recibir memoriales y, en forma 
simultánea, por correo electrónico a los demás sujetos procesales (la omisión a este deber se 
sancionará como lo prevé el art. 78.14 de la ley 1564) con el objeto de que estos den 
cumplimiento al deber previsto en el art. 4 del decreto 806 y remitan copia digital de los 
documentos que requieran los demás. 
 
  En consecuencia, se RESUELVE: 
 
 
1.- INCORPÓRENSE al expediente las pruebas documentales allegadas con la demanda, las 
cuales se admiten como tales y están relacionadas en la parte motiva de esta providencia. Dese 
cumplimiento por Secretaría. 
 
2.- NOTIFÍQUESE la presente providencia mediante estado electrónico, en atención a lo 
dispuesto por el art. 9 del decreto 806 de 2020. Dese cumplimiento por Secretaría. 
 
3.- EJECUTORIADA la presente decisión ingrésese el proceso al despacho para correr traslado 
para alegar de conclusión, verificadas las condiciones señaladas en la parte motiva. Dese 
cumplimiento por Secretaría. 
 

mailto:adm02cali@cendoj.ramajudicial.gov.co


4.- Al estar verificado que se encuentran registrados los correos electrónicos de los sujetos 
procesales, solo se recuerda que deben comunicar a la Secretaría de este despacho cualquier 
modificación en la información de los canales de comunicación electrónica, dando 
cumplimiento a lo dispuesto en el art. 3 del decreto 806 de 2020. 
 
 
Notifíquese y cumplase. 
 

 
CÉSAR AUGUSTO SAAVEDRA MADRID 

Juez Segundo Administrativo de Oralidad 
 



 
 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO  
DE ORALIDAD 

SANTIAGO DE CALI  

Radicación: 76001-33-33-002-2018-00239-00 
Demandante: GLADYS GONZALEZ OSPINA 
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG-.  
 

Santiago de Cali, 22 de octubre de 2020 
          

Auto Interlocutorio No. 589   
 
Profiere el Juzgado, en sede de instancia, la decisión sobre sentencia anticipada que ordena el decreto 
806 de 2020, proceso que promueve GLADYS GONZALEZ OSPINA contra NACIÓN – MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG-. 
 

1-. Antecedentes del proceso y ajuste del trámite al Decreto 806 de 2020 
 
a.- La demanda que dio origen al proceso fue presentada el día 26 de septiembre de 2018 por 
GLADYS GONZALEZ OSPINA. 
 
b.- Se dirigió contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG, misma que tiene como objeto la 
reliquidación de su pensión de jubilación la inclusión de todos los factores salariales devengados en 
el año anterior a la adquisición del status pensional. 
  
c.- Fue admitida por Auto interlocutorio No. 015 del 4 de febrero de 2019, notificado personalmente 
a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO -FOMAG-, al MINISTERIO PÚBLICO y a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA 
DEL ESTADO.  
 
d.- De conformidad con la constancia secretarial que obra en el expediente, se surtió la notificación 
personal y los traslados respectivos. 
 
e.- El proceso ingresó al despacho para convocar a la audiencia inicial de que trata el art. 180 de la 
ley 1437. Sin embargo, en la medida en que se verifica la hipótesis del art. 13.1 del decreto 806 para 
dictar sentencia anticipada, toda vez que únicamente la demandante allegó pruebas documentales y 
no solicitó el decreto de adicionales, por lo que no es necesario practicar pruebas, no se llevará a cabo 
audiencia inicial y se adoptarán las medidas para adecuar el trámite al citado decreto, que en este 
punto dispone textualmente: 
 

Art. 13. Sentencia anticipada en lo contencioso administrativo. El juzgador deberá dictar 
sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro derecho o no fuere 
necesario practicar pruebas, caso en el cual correrá traslado para alegar por escrito, en la 
forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 y la sentencia se 
proferirá por escrito. 



 
  2.- Decisión sobre las pruebas documentales. 
 
1.- La parte demandante allegó con la demanda:  

• Resolución No. 4143.010.21.7241 del 12 de septiembre de 2017 la Secretaria de Educación 
del Municipio de Santiago de Cali reconoció y ordenó el pago de pensión de jubilación. 

• Certificado de salarios. 
• Copia cedula de ciudadanía. 
• Copia sentencias jurisdicción contenciosa relacionadas con el tema objeto del proceso. 

 
La parte demandada NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG no contestó la demanda.  
 
Las cuales se incorporarán al proceso y se admitirán como pruebas documentales, de conformidad 
con lo previsto en el art. 173 de la ley 1564. 
 
2.- De otra parte, la parte demandante no solicitó pruebas, al igual que la NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG. 
 
3.- En desarrollo de lo anterior, en esta providencia (i) se incorporarán las pruebas allegadas, 
admitiendo las documentales presentadas con la demanda; (ii) se adoptarán medidas para otorgar a 
los sujetos procesales la oportunidad para tener acceso a los documentos necesarios para presentar 
sus alegatos de conclusión, luego de lo cual se les correrá el traslado para alegar por escrito, por el 
término de diez días, dentro del cual el señor agente del Ministerio Público podrá rendir su concepto; 
y (iii) surtido el traslado para alegar se proferirá sentencia anticipada por escrito. 
 
4.- Las anteriores medidas se imparten en cumplimiento de lo previsto en el parágrafo primero del 
art. 2 del decreto 806 de 2020 conforme con el cual,  
 

se adoptarán todas las medidas para garantizar el debido proceso, la publicidad y el 
derecho de contradicción en la aplicación de las tecnologías de la información y de las 
comunicaciones. Para el efecto, las autoridades judiciales procurarán la efectiva 
comunicación virtual con los usuarios de la administración de justicia y adoptarán las 
medidas pertinentes para que puedan conocer las decisiones y ejercer sus derechos 

 
Y en los arts. 3 y 4 del mismo decreto, que disponen, respectivamente: 
 

Art. 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la información 
y las comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir 
a las audiencias y diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán 
suministrar a la autoridad judicial competente, y a todos los demás sujetos procesales, los 
canales digitales elegidos para los fines del proceso o trámite y enviar a través de estos 
un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que realicen, simultáneamente con 
copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial. 
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las actuaciones 
y desde estos se surtirán todas las notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal... 

 
Art. 4. Expedientes. Cuando no se tenga acceso al expediente físico en la sede judicial, 
tanto la autoridad judicial como los demás sujetos procesales colaborarán 
proporcionando por cualquier medio las piezas procesales que se encuentren en su poder 



y se requieran para desarrollar la actuación subsiguiente. La autoridad judicial, 
directamente o a través del secretario o el funcionario que haga sus veces, coordinará el 
cumplimiento de lo aquí previsto.... 

 
5.- Aunque a partir de los antecedentes del proceso se estima que los sujetos procesales deben contar 
con los documentos necesarios para formular sus alegaciones en la medida que fueron notificados 
de las actuaciones previas, y se surtieron los traslados correspondientes, con el objeto de garantizar 
su derecho de acceso al expediente podrán señalar si les faltan algunos de ellos, dentro del término 
de cinco días hábiles contados a partir de la ejecutoria del presente auto. 
 
6.- El escrito en el que se haga tal manifestación deberá dirigirse al correo electrónico 
adm02cali@cendoj.ramajudicial.gov.co,  habilitado para recibir memoriales y, en forma simultánea, 
por correo electrónico a los demás sujetos procesales (la omisión a este deber se sancionará como lo 
prevé el art. 78.14 de la ley 1564) con el objeto de que estos den cumplimiento al deber previsto en 
el art. 4 del decreto 806 y remitan copia digital de los documentos que requieran los demás. 
 
  En consecuencia, se RESUELVE: 
 
 
1.- INCORPÓRENSE al expediente las pruebas documentales allegadas con la demanda, las cuales se 
admiten como tales y están relacionadas en la parte motiva de esta providencia. Dese cumplimiento 
por Secretaría. 
 
2.- NOTIFÍQUESE la presente providencia mediante estado electrónico, en atención a lo dispuesto 
por el art. 9 del decreto 806 de 2020. Dese cumplimiento por Secretaría. 
 
3.- EJECUTORIADA la presente decisión ingrésese el proceso al despacho para correr traslado para 
alegar de conclusión, verificadas las condiciones señaladas en la parte motiva. Dese cumplimiento 
por Secretaría. 
 
4.- Al estar verificado que se encuentran registrados los correos electrónicos de los sujetos 
procesales, solo se recuerda que deben comunicar a la Secretaría de este despacho cualquier 
modificación en la información de los canales de comunicación electrónica, dando cumplimiento a lo 
dispuesto en el art. 3 del decreto 806 de 2020. 
 
Notifíquese y cumplase. 
 

 
 

 
 
 
 
 

CÉSAR AUGUSTO SAAVEDRA MADRID 
Juez Segundo Administrativo de Oralidad 
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO  
DE ORALIDAD 

SANTIAGO DE CALI  

Radicación: 76001-33-33-002-2019-00141-00 
Demandante: DEYANIRA VALENCIA TORRES  
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG- y 
DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA.  

 
Santiago de Cali, 22 de octubre de 2020 

          
Auto Interlocutorio No. 590   

 
Profiere el Juzgado, en sede de instancia, la decisión sobre sentencia anticipada que ordena el 
decreto 806 de 2020, proceso que promueve DEYANIRA VALENCIA TORRES contra NACIÓN 
– MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO -FOMAG- y DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA. 
 

1-. Antecedentes del proceso y ajuste del trámite al Decreto 806 de 2020 
 
a.- La demanda que dio origen al proceso fue presentada el día 14 de mayo de 2019 por 
DEYANIRA VALENCIA TORRES. 
 
b.- Se dirigió contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG y DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL 
CAUCA, misma que tiene como objeto el reajuste pensional conforme los porcentajes en que el 
Gobierno Nacional ha aumentado cada año el salario mínimo legal mensual y negó el reintegro 
de los descuentos por salud superiores al 5% que se realizan a su mesada pensional, incluido 
las mesadas de junio y diciembre. 
 
c.- Fue admitida por Auto interlocutorio No. 2863 del 13 de noviembre de 2019, notificado 
personalmente a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG-, al DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL 
CAUCA, al MINISTERIO PÚBLICO y a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 
ESTADO.  
 
d.- De conformidad con la constancia secretarial que obra en el expediente, se surtió la 
notificación personal y los traslados respectivos. 
 
e.- El proceso ingresó al despacho para convocar a la audiencia inicial de que trata el art. 180 
de la ley 1437. Sin embargo, en la medida en que se verifica la hipótesis del art. 13.1 del decreto 
806 para dictar sentencia anticipada, toda vez que únicamente la demandante allegó pruebas 
documentales y no solicitó el decreto de adicionales, por lo que no es necesario practicar 
pruebas, no se llevará a cabo audiencia inicial y se adoptarán las medidas para adecuar el 
trámite al citado decreto, que en este punto dispone textualmente: 
 



Art. 13. Sentencia anticipada en lo contencioso administrativo. El juzgador deberá 
dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro derecho o no 
fuere necesario practicar pruebas, caso en el cual correrá traslado para alegar por 
escrito, en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 
y la sentencia se proferirá por escrito. 
 

  2.- Decisión sobre las pruebas documentales. 
 
1.- La parte demandante allegó con la demanda:  

• Copia cedula de la demandante. 
• Derecho de petición presentado el 7 de noviembre de 2017 a la entidad demandada 

solicitando el reajuste pensional y la devolución de aportes en salud. 
• Resolución No. 1631 del 22 de julio de 2010 por medio del cual se ordenó el 

reconocimiento y pago de pensión de vejez a la demandante. 
•  Comprobante de pago de pensión de jubilación. 

 
La parte demandada NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG y DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL 
CAUCA no allegaron pruebas documentales. 
 
Las cuales se incorporarán al proceso y se admitirán como pruebas documentales, de 
conformidad con lo previsto en el art. 173 de la ley 1564. 
 
Adicionalmente la parte demandante solicitó se decretaran las siguientes pruebas 
documentales: 
 

“1.- AL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES MAGISTERIO ANTE LA SECRETARIA DE 
EDUCACION DE MUNICIPIO DE CALI, para que allegue a su despacho copia de todo el 
expediente administrativo de mi representado, petición de que conformidad con lo 
dispuesto en el Articulo 175 parágrafo 1 de la Ley 1437 de 2011, es obligación de la 
demandada hacerlo al momento de dar contestación a la presente demanda. 
 
2.- Se oficie a LA FIDUPREVISORA (entidad encargada del pago de las prestaciones del 
Magisterio), para que allegue a su despacho certificación histórica de todos los pagos de 
pensión efectuados a mi representado, en donde se especifiquen el monto de las 
deducciones efectuadas para el sistema de salud y se indique el porcentaje que ha aplicado 
como fórmula de incremento anual a la mesada pensional de mi representado.” 
 

Estas pruebas serán rechazadas en aplicación de las disposiciones de la ley 1437 que solo 
permiten que el juez libre oficio para obtener documentos cuando la parte no haya logrado 
conseguirlas directamente y allegue copia del correspondiente derecho de petición. 
 
2.- En efecto, en el art. 43. dispone: 

 
...4. Exigir a las autoridades o a los particulares la información que, no obstante 
haber sido solicitada por el interesado, no le haya sido suministrada, siempre que 
sea relevante para los fines del proceso. El juez también hará uso de este poder 
para identificar y ubicar los bienes del ejecutado. 

 



3.- En el art. 78 de la ley 1564 relativo a los deberes de los abogados se dispone que estos 
deben 

 
10. Abstenerse de solicitarle al juez la consecución de documentos que 
directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición hubiere podido 
conseguir. 

 
4.- Y en el art. 173 agrega: 

 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por 
medio de derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte que las solicite, 
salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente. 
III.- Medidas dirigidas a dictar sentencia anticipada. 

 
5.- La anterior es la posición del Consejo de Estado expuesta en múltiples providencias, y aquí 
me he limitado a citar el Auto del 16/07/2020 (CE3, expediente 110010326000201700063-
00 (59256)). 

 
6.- No obstante, de tiempo atrás y a pesar de que siempre se me ha revocado, he venido 
aplicando en esta materia la ley 1564. Mis argumentos han sido negar por incumplimiento 
del art. 78.10 y 173. Sobre la aplicación de esta norma en el contencioso algunos han 
pretendido hacer una discusión, citando para negar su aplicación los arts. 211 y 212 de la ley 
1437. 

 
a) El art. 212 no sirve porque sólo habla de oportunidades para solicitar, decretar, practicar 
e incorporar pruebas. Nada tiene que ver solicitar con negar decretar: no se está negando 
con el argumento de que se hubiese empleado una oportunidad distinta a las allí enunciadas. 
Respecto del art. 211 el asunto no va mejor: la norma dice que se debe integrar el decreto 1400 
de 1970 “en lo que no esté expresamente regulado” y lamento decirle a quienes creen que sí, 
que no está regulado -entre muchas cosas-: i) los deberes de las partes y sus apoderados 
en materia probatoria (art. 78.8, 10 y 11, ley 1564) y el deber del juez en materia 
probatoria (art. 173, ley 1564). 

 
b) Alguna decisión aislada de ponente de la Sección Cuarta del Consejo de Estado ha 
intentado alegando exceso ritual manifiesto, contrariando la norma y omitiendo que 
específicamente existe el deber de cumplir cargas probatorias (inciso final, art. 103, ley 
1437), imponer el proceder que existía en el decreto 1400 de 1970 de oficiar, oficiar, oficiar, 
etc., dilatando años los procesos. Sospecho que tras la decisión está impedir la celeridad 
procesal (art. 4, ley 270, principio de la administración de justicia), un vano intento por 
evitar los numerosos procesos que llegan por el empleo de este mecanismo procesal, y que 
sobrepasa su capacidad de respuesta. Pero ese es su problema, no el mío. 

 
c) En lo que a mí hace, siguiendo a la razón, al sentido común, los principios y las normas 
procesales, invariablemente he aplicado y aplicaré en materia probatoria la ley 1564; 
las razones de otros no son las mías. Y lo he hecho -y lo seguiré haciendo así, decisión 
que he tomado de tiempo atrás en ejercicio de la independencia y autonomía que me 
garantiza la Constitución- desde el año 2014, cuando Gil Botero recordó con este 
extraordinario Auto, un hito en materia de aplicación de la ley 1564: 

 



AUTO DE PONENTE DE LA SECCIÓN TERCERA DEL 6 DE AGOSTO DE 2014. EXP. 88001-23-
33-000-2014-00003-01(50408). SOCIEDAD BEMOR S.A.S. VS ARCHIPIÉLAGO DE SAN 
ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA. CONSEJERO PONENTE ENRIQUE GIL BOTERO 

 
Que, 
 
En consecuencia, a partir del auto de unificación del 25 de junio de 2014, en aquellos procesos 
que aún se tramitan en el sistema escritural, el juez deberá acudir al CGP para regular los 
siguientes temas, que se señalan de manera enunciativa: i) cuantía; ii) intervención de 
terceros; iii) causales de impedimentos y recusaciones; iv) nulidades procesales; v) trámite de 
incidentes; vi) condena en costas; vii) ejecución de las providencias judiciales; viii) trámite de 
los recursos; ix) allanamiento de la demanda; x) comisión; xi) deberes y poderes de los jueces 
[entiéndase, entre otros, art. 173, adición y resalto mío]; xii) auxiliares de la justicia; xiii) 
capacidad y representación de las partes; xiv) deberes y responsabilidades de las partes 
[entiéndase, entre otros, art. 78.8, 10 y 11, adición y resalto mío]; xv) reglas generales del 
procedimiento; xvi) acumulación de procesos; xvii) amparo de pobreza; xviii) interrupción y 
suspensión del proceso; xix) aclaración, corrección y adición de sentencias; xxi) notificaciones; 
xxii) terminación anormal del proceso; xxiii) medidas cautelares y xiv) régimen probatorio 
(solicitud, práctica y decreto) [resalto mío], incluidas las reglas de traslado de pruebas 

documentales y testimoniales,  así ́ como  su  valoración,  siempre  que  se  garanticen  los 
principios rectores de igualdad y de contradicción (v.gr. artículo 167 del CGP y 243 y 
siguientes del CGP, aplicables en materia contencioso administrativa, en virtud de la 
derogatoria expresa del artículo 627 del C.G.P.) 

 
d) Más claro imposible. Quienes litigan en esta jurisdicción están obligados a cumplir las 
cargas probatorias (art. 103, inciso final, ley 1437) y sus deberes probatorios (art. 78.8, 
10 y 11, entre otros numerales, ley 1564). Y en el anverso de este tramado legal, están los 
deberes probatorios del juez (por ejemplo, art. 42.4 y art. 173, ley 1564). La radicalidad de 
la orden del legislador al juez en el art. 173 no deja dudas: “El juez se abstendrá /…/”. Punto. 

 
7. De otra parte, la parte demandada no solicitó pruebas. Requirió que se tengan como pruebas 
las aportadas en el debido tiempo al plenario. 
 
8.- En desarrollo de lo anterior, en esta providencia (i) se incorporarán las pruebas allegadas, 
admitiendo las documentales presentadas con la demanda; (ii) se adoptarán medidas para 
otorgar a los sujetos procesales la oportunidad para tener acceso a los documentos necesarios 
para presentar sus alegatos de conclusión, luego de lo cual se les correrá el traslado para alegar 
por escrito, por el término de diez días, dentro del cual el señor agente del Ministerio Público 
podrá rendir su concepto; y (iii) surtido el traslado para alegar se proferirá sentencia anticipada 
por escrito. 
 
9.- Las anteriores medidas se imparten en cumplimiento de lo previsto en el parágrafo primero 
del art. 2 del decreto 806 de 2020 conforme con el cual,  
 

se adoptarán todas las medidas para garantizar el debido proceso, la publicidad y el 
derecho de contradicción en la aplicación de las tecnologías de la información y de 
las comunicaciones. Para el efecto, las autoridades judiciales procurarán la efectiva 
comunicación virtual con los usuarios de la administración de justicia y adoptarán 
las medidas pertinentes para que puedan conocer las decisiones y ejercer sus 
derechos 



 
Y en los arts. 3 y 4 del mismo decreto, que disponen, respectivamente: 
 

Art. 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la 
información y las comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus 
actuaciones y asistir a las audiencias y diligencias a través de medios tecnológicos. 
Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial competente, y a todos los 
demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del proceso o 
trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones 
que realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la 
autoridad judicial. 
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las 
actuaciones y desde estos se surtirán todas las notificaciones, mientras no se 
informe un nuevo canal... 

 
Art. 4. Expedientes. Cuando no se tenga acceso al expediente físico en la sede judicial, 
tanto la autoridad judicial como los demás sujetos procesales colaborarán 
proporcionando por cualquier medio las piezas procesales que se encuentren en su 
poder y se requieran para desarrollar la actuación subsiguiente. La autoridad 
judicial, directamente o a través del secretario o el funcionario que haga sus veces, 
coordinará el cumplimiento de lo aquí previsto.... 

 
10.- Aunque a partir de los antecedentes del proceso se estima que los sujetos procesales deben 
contar con los documentos necesarios para formular sus alegaciones en la medida que fueron 
notificados de las actuaciones previas, y se surtieron los traslados correspondientes, con el 
objeto de garantizar su derecho de acceso al expediente podrán señalar si les faltan algunos de 
ellos, dentro del término de cinco días hábiles contados a partir de la ejecutoria del presente 
auto. 
 
11.- El escrito en el que se haga tal manifestación deberá dirigirse al correo electrónico 
adm02cali@cendoj.ramajudicial.gov.co,  habilitado para recibir memoriales y, en forma 
simultánea, por correo electrónico a los demás sujetos procesales (la omisión a este deber se 
sancionará como lo prevé el art. 78.14 de la ley 1564) con el objeto de que estos den 
cumplimiento al deber previsto en el art. 4 del decreto 806 y remitan copia digital de los 
documentos que requieran los demás. 
   
En consecuencia, se RESUELVE: 
 
 
1.- INCORPÓRENSE al expediente las pruebas documentales allegadas con la demanda, las 
cuales se admiten como tales y están relacionadas en la parte motiva de esta providencia. Dese 
cumplimiento por Secretaría. 
 
2.- NIÉGUESE la petición de pruebas documentales de oficio solicitadas por la parte 
demandante. 
 
3.- NOTIFÍQUESE la presente providencia mediante estado electrónico, en atención a lo 
dispuesto por el art. 9 del decreto 806 de 2020. Dese cumplimiento por Secretaría. 
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4.- EJECUTORIADA la presente decisión ingrésese el proceso al despacho para correr traslado 
para alegar de conclusión, verificadas las condiciones señaladas en la parte motiva. Dese 
cumplimiento por Secretaría. 
 
5.- Al estar verificado que se encuentran registrados los correos electrónicos de los sujetos 
procesales, solo se recuerda que deben comunicar a la Secretaría de este despacho cualquier 
modificación en la información de los canales de comunicación electrónica, dando 
cumplimiento a lo dispuesto en el art. 3 del decreto 806 de 2020. 
 
 
Notifíquese y cumplase. 
 

 
CÉSAR AUGUSTO SAAVEDRA MADRID 

Juez Segundo Administrativo de Oralidad 
 



 
 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO  
DE ORALIDAD 

SANTIAGO DE CALI  

Radicación: 76001-33-33-002-2019-00053-00 
Demandante: GUSTAVO ADOLFO BARONA MONTOYA 
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG- y 
MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI.   

 
Santiago de Cali, 22 de octubre de 2020 

          
Auto Interlocutorio No. 591   

 
Profiere el Juzgado, en sede de instancia, la decisión sobre sentencia anticipada que ordena el 
decreto 806 de 2020, proceso que promueve GUSTAVO ADOLFO BARONA MONTOYA contra 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO -FOMAG- y MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI. 
 

1-. Antecedentes del proceso y ajuste del trámite al Decreto 806 de 2020 
 
a.- La demanda que dio origen al proceso fue presentada el día 01 de marzo de 2019 por 
GUSTAVO ADOLFO BARONA MONTOYA. 
 
b.- Se dirigió contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG y MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, 
misma que tiene como objeto el reajuste pensional conforme los porcentajes en que el Gobierno 
Nacional ha aumentado cada año el salario mínimo legal mensual y negó el reintegro de los 
descuentos por salud superiores al 5% que se realizan a su mesada pensional, incluido las 
mesadas de junio y diciembre. 
  
c.- Fue admitida por Auto interlocutorio No. 2136 del 24 de julio de 2019, notificado 
personalmente a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG-, al MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, 
al MINISTERIO PÚBLICO y a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO.  
 
d.- De conformidad con la constancia secretarial que obra en el expediente, se surtió la 
notificación personal y los traslados respectivos. 
 
e.- El proceso ingresó al despacho para convocar a la audiencia inicial de que trata el art. 180 
de la ley 1437. Sin embargo, en la medida en que se verifica la hipótesis del art. 13.1 del decreto 
806 para dictar sentencia anticipada, toda vez que únicamente la demandante allegó pruebas 
documentales y no solicitó el decreto de adicionales, por lo que no es necesario practicar 
pruebas, no se llevará a cabo audiencia inicial y se adoptarán las medidas para adecuar el 
trámite al citado decreto, que en este punto dispone textualmente: 
 

Art. 13. Sentencia anticipada en lo contencioso administrativo. El juzgador deberá 
dictar sentencia anticipada: 



1. Antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro derecho o no 
fuere necesario practicar pruebas, caso en el cual correrá traslado para alegar por 
escrito, en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 
y la sentencia se proferirá por escrito. 
 

  2.- Decisión sobre las pruebas documentales. 
 
1.- La parte demandante allegó con la demanda:  

• Copia cedula del demandante. 
• Derecho de petición presentado el 17 de julio de 2017 a la entidad demandada 

solicitando el reajuste pensional y la devolución de aportes en salud. 
• Resolución No. 950 del 1° de junio de 2005 por medio del cual se ordenó el 

reconocimiento y pago de pensión de jubilación al demandante. 
•  Comprobante de pago de pensión de jubilación. 
• Oficio Radicado No. 201741430200067861 del 3 agosto de 2017 por medio del cual la 

Secretaria de Educación del Municipio de Santiago de Cali da respuesta a la petición 
manifestando no ser competente para emitir pronunciamiento de fondo. 

 
La parte demandada NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG no presentó pruebas.  
 
Las cuales se incorporarán al proceso y se admitirán como pruebas documentales, de 
conformidad con lo previsto en el art. 173 de la ley 1564. 
 
Adicionalmente la parte demandante solicitó se decretaran las siguientes pruebas 
documentales: 
 

“1.- AL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES MAGISTERIO ANTE LA SECRETARIA DE 
EDUCACION DE MUNICIPIO DE CALI, para que allegue a su despacho copia de todo el 
expediente administrativo de mi representado, petición de que conformidad con lo 
dispuesto en el Articulo 175 parágrafo 1 de la Ley 1437 de 2011, es obligación de la 
demandada hacerlo al momento de dar contestación a la presente demanda. 
 
2.- Se oficie a LA FIDUPREVISORA (entidad encargada del pago de las prestaciones del 
Magisterio), para que allegue a su despacho certificación histórica de todos los pagos de 
pensión efectuados a mi representado, en donde se especifiquen el monto de las 
deducciones efectuadas para el sistema de salud y se indique el porcentaje que ha aplicado 
como fórmula de incremento anual a la mesada pensional de mi representado.” 
 

Estas pruebas serán rechazadas en aplicación de las disposiciones de la ley 1437 que solo 
permiten que el juez libre oficio para obtener documentos cuando la parte no haya logrado 
conseguirlas directamente y allegue copia del correspondiente derecho de petición. 
 
2.- En efecto, en el art. 43. dispone: 

 
...4. Exigir a las autoridades o a los particulares la información que, no obstante 
haber sido solicitada por el interesado, no le haya sido suministrada, siempre que 
sea relevante para los fines del proceso. El juez también hará uso de este poder 
para identificar y ubicar los bienes del ejecutado. 

 



3.- En el art. 78 de la ley 1564 relativo a los deberes de los abogados se dispone que estos 
deben 

 
10. Abstenerse de solicitarle al juez la consecución de documentos que 
directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición hubiere podido 
conseguir. 

 
4.- Y en el art. 173 agrega: 

 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por 
medio de derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte que las solicite, 
salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente. 
III.- Medidas dirigidas a dictar sentencia anticipada. 

 
5.- La anterior es la posición del Consejo de Estado expuesta en múltiples providencias, y aquí 
me he limitado a citar el Auto del 16/07/2020 (CE3, expediente 110010326000201700063-
00 (59256)). 

 
6.- No obstante, de tiempo atrás y a pesar de que siempre se me ha revocado, he venido 
aplicando en esta materia la ley 1564. Mis argumentos han sido negar por incumplimiento 
del art. 78.10 y 173. Sobre la aplicación de esta norma en el contencioso algunos han 
pretendido hacer una discusión, citando para negar su aplicación los arts. 211 y 212 de la ley 
1437. 

 
a) El art. 212 no sirve porque sólo habla de oportunidades para solicitar, decretar, practicar 
e incorporar pruebas. Nada tiene que ver solicitar con negar decretar: no se está negando 
con el argumento de que se hubiese empleado una oportunidad distinta a las allí enunciadas. 
Respecto del art. 211 el asunto no va mejor: la norma dice que se debe integrar el decreto 1400 
de 1970 “en lo que no esté expresamente regulado” y lamento decirle a quienes creen que sí, 
que no está regulado -entre muchas cosas-: i) los deberes de las partes y sus apoderados 
en materia probatoria (art. 78.8, 10 y 11, ley 1564) y el deber del juez en materia 
probatoria (art. 173, ley 1564). 

 
b) Alguna decisión aislada de ponente de la Sección Cuarta del Consejo de Estado ha 
intentado alegando exceso ritual manifiesto, contrariando la norma y omitiendo que 
específicamente existe el deber de cumplir cargas probatorias (inciso final, art. 103, ley 
1437), imponer el proceder que existía en el decreto 1400 de 1970 de oficiar, oficiar, oficiar, 
etc., dilatando años los procesos. Sospecho que tras la decisión está impedir la celeridad 
procesal (art. 4, ley 270, principio de la administración de justicia), un vano intento por 
evitar los numerosos procesos que llegan por el empleo de este mecanismo procesal, y que 
sobrepasa su capacidad de respuesta. Pero ese es su problema, no el mío. 

 
c) En lo que a mí hace, siguiendo a la razón, al sentido común, los principios y las normas 
procesales, invariablemente he aplicado y aplicaré en materia probatoria la ley 1564; 
las razones de otros no son las mías. Y lo he hecho -y lo seguiré haciendo así, decisión 
que he tomado de tiempo atrás en ejercicio de la independencia y autonomía que me 
garantiza la Constitución- desde el año 2014, cuando Gil Botero recordó con este 
extraordinario Auto, un hito en materia de aplicación de la ley 1564: 

 



AUTO DE PONENTE DE LA SECCIÓN TERCERA DEL 6 DE AGOSTO DE 2014. EXP. 88001-23-
33-000-2014-00003-01(50408). SOCIEDAD BEMOR S.A.S. VS ARCHIPIÉLAGO DE SAN 
ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA. CONSEJERO PONENTE ENRIQUE GIL BOTERO 

 
Que, 
 
En consecuencia, a partir del auto de unificación del 25 de junio de 2014, en aquellos procesos 
que aún se tramitan en el sistema escritural, el juez deberá acudir al CGP para regular los 
siguientes temas, que se señalan de manera enunciativa: i) cuantía; ii) intervención de 
terceros; iii) causales de impedimentos y recusaciones; iv) nulidades procesales; v) trámite de 
incidentes; vi) condena en costas; vii) ejecución de las providencias judiciales; viii) trámite de 
los recursos; ix) allanamiento de la demanda; x) comisión; xi) deberes y poderes de los jueces 
[entiéndase, entre otros, art. 173, adición y resalto mío]; xii) auxiliares de la justicia; xiii) 
capacidad y representación de las partes; xiv) deberes y responsabilidades de las partes 
[entiéndase, entre otros, art. 78.8, 10 y 11, adición y resalto mío]; xv) reglas generales del 
procedimiento; xvi) acumulación de procesos; xvii) amparo de pobreza; xviii) interrupción y 
suspensión del proceso; xix) aclaración, corrección y adición de sentencias; xxi) notificaciones; 
xxii) terminación anormal del proceso; xxiii) medidas cautelares y xiv) régimen probatorio 
(solicitud, práctica y decreto) [resalto mío], incluidas las reglas de traslado de pruebas 

documentales y testimoniales,  así ́ como  su  valoración,  siempre  que  se  garanticen  los 
principios rectores de igualdad y de contradicción (v.gr. artículo 167 del CGP y 243 y 
siguientes del CGP, aplicables en materia contencioso administrativa, en virtud de la 
derogatoria expresa del artículo 627 del C.G.P.) 

 
d) Más claro imposible. Quienes litigan en esta jurisdicción están obligados a cumplir las 
cargas probatorias (art. 103, inciso final, ley 1437) y sus deberes probatorios (art. 78.8, 
10 y 11, entre otros numerales, ley 1564). Y en el anverso de este tramado legal, están los 
deberes probatorios del juez (por ejemplo, art. 42.4 y art. 173, ley 1564). La radicalidad de 
la orden del legislador al juez en el art. 173 no deja dudas: “El juez se abstendrá /…/”. Punto. 

 
7. De otra parte, la entidad demandada no solicitó pruebas. Requirió que se tengan como 
pruebas las aportadas en el debido tiempo al plenario. 
 
8.- En desarrollo de lo anterior, en esta providencia (i) se incorporarán las pruebas allegadas, 
admitiendo las documentales presentadas con la demanda; (ii) se adoptarán medidas para 
otorgar a los sujetos procesales la oportunidad para tener acceso a los documentos necesarios 
para presentar sus alegatos de conclusión, luego de lo cual se les correrá el traslado para alegar 
por escrito, por el término de diez días, dentro del cual el señor agente del Ministerio Público 
podrá rendir su concepto; y (iii) surtido el traslado para alegar se proferirá sentencia anticipada 
por escrito. 
 
9.- Las anteriores medidas se imparten en cumplimiento de lo previsto en el parágrafo primero 
del art. 2 del decreto 806 de 2020 conforme con el cual,  
 

se adoptarán todas las medidas para garantizar el debido proceso, la publicidad y el 
derecho de contradicción en la aplicación de las tecnologías de la información y de 
las comunicaciones. Para el efecto, las autoridades judiciales procurarán la efectiva 
comunicación virtual con los usuarios de la administración de justicia y adoptarán 
las medidas pertinentes para que puedan conocer las decisiones y ejercer sus 
derechos 



 
Y en los arts. 3 y 4 del mismo decreto, que disponen, respectivamente: 
 

Art. 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la 
información y las comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus 
actuaciones y asistir a las audiencias y diligencias a través de medios tecnológicos. 
Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial competente, y a todos los 
demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del proceso o 
trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones 
que realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la 
autoridad judicial. 
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las 
actuaciones y desde estos se surtirán todas las notificaciones, mientras no se 
informe un nuevo canal... 

 
Art. 4. Expedientes. Cuando no se tenga acceso al expediente físico en la sede judicial, 
tanto la autoridad judicial como los demás sujetos procesales colaborarán 
proporcionando por cualquier medio las piezas procesales que se encuentren en su 
poder y se requieran para desarrollar la actuación subsiguiente. La autoridad 
judicial, directamente o a través del secretario o el funcionario que haga sus veces, 
coordinará el cumplimiento de lo aquí previsto.... 

 
10.- Aunque a partir de los antecedentes del proceso se estima que los sujetos procesales deben 
contar con los documentos necesarios para formular sus alegaciones en la medida que fueron 
notificados de las actuaciones previas, y se surtieron los traslados correspondientes, con el 
objeto de garantizar su derecho de acceso al expediente podrán señalar si les faltan algunos de 
ellos, dentro del término de cinco días hábiles contados a partir de la ejecutoria del presente 
auto. 
 
11.- El escrito en el que se haga tal manifestación deberá dirigirse al correo electrónico 
adm02cali@cendoj.ramajudicial.gov.co,  habilitado para recibir memoriales y, en forma 
simultánea, por correo electrónico a los demás sujetos procesales (la omisión a este deber se 
sancionará como lo prevé el art. 78.14 de la ley 1564) con el objeto de que estos den 
cumplimiento al deber previsto en el art. 4 del decreto 806 y remitan copia digital de los 
documentos que requieran los demás. 
 
  En consecuencia, se RESUELVE: 
 
 
1.- INCORPÓRENSE al expediente las pruebas documentales allegadas con la demanda, las 
cuales se admiten como tales y están relacionadas en la parte motiva de esta providencia. Dese 
cumplimiento por Secretaría. 
 
2.- NIÉGUESE la petición de pruebas documentales de oficio solicitadas por la parte 
demandante. 
 
3. NOTIFÍQUESE la presente providencia mediante estado electrónico, en atención a lo 
dispuesto por el art. 9 del decreto 806 de 2020. Dese cumplimiento por Secretaría. 
 

mailto:adm02cali@cendoj.ramajudicial.gov.co


4.- EJECUTORIADA la presente decisión ingrésese el proceso al despacho para correr traslado 
para alegar de conclusión, verificadas las condiciones señaladas en la parte motiva. Dese 
cumplimiento por Secretaría. 
 
5.- Al estar verificado que se encuentran registrados los correos electrónicos de los sujetos 
procesales, solo se recuerda que deben comunicar a la Secretaría de este despacho cualquier 
modificación en la información de los canales de comunicación electrónica, dando 
cumplimiento a lo dispuesto en el art. 3 del decreto 806 de 2020. 
 
 
Notifíquese y cumplase. 
 

 
CÉSAR AUGUSTO SAAVEDRA MADRID 

Juez Segundo Administrativo de Oralidad 
 



 
 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO  
DE ORALIDAD 

SANTIAGO DE CALI  

Radicación: 76001-33-33-002-2019-00140-00 
Demandante: AMPARO GARCIA SANTA  
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG- y 
DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA.  

 
Santiago de Cali, 22 de octubre de 2020 

          
Auto Interlocutorio No. 592   

 
Profiere el Juzgado, en sede de instancia, la decisión sobre sentencia anticipada que ordena el 
decreto 806 de 2020, proceso que promueve AMPARO GARCIA SANTA contra NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO -FOMAG- y DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA. 
 

1-. Antecedentes del proceso y ajuste del trámite al Decreto 806 de 2020 
 
a.- La demanda que dio origen al proceso fue presentada el día 16 de mayo de 2019 por 
AMPARO GARCIA SANTA. 
 
b.- Se dirigió contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG y DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL 
CAUCA, misma que tiene como objeto el reajuste pensional conforme los porcentajes en que el 
Gobierno Nacional ha aumentado cada año el salario mínimo legal mensual y negó el reintegro 
de los descuentos por salud superiores al 5% que se realizan a su mesada pensional, incluido 
las mesadas de junio y diciembre. 
 
c.- Fue admitida por Auto interlocutorio No. 2203 del 29 de julio de 2019, notificado 
personalmente a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG-, al DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL 
CAUCA, al MINISTERIO PÚBLICO y a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 
ESTADO.  
 
d.- De conformidad con la constancia secretarial que obra en el expediente, se surtió la 
notificación personal y los traslados respectivos. 
 
e.- El proceso ingresó al despacho para convocar a la audiencia inicial de que trata el art. 180 
de la ley 1437. Sin embargo, en la medida en que se verifica la hipótesis del art. 13.1 del decreto 
806 para dictar sentencia anticipada, toda vez que únicamente la demandante allegó pruebas 
documentales y no solicitó el decreto de adicionales, por lo que no es necesario practicar 
pruebas, no se llevará a cabo audiencia inicial y se adoptarán las medidas para adecuar el 
trámite al citado decreto, que en este punto dispone textualmente: 
 



Art. 13. Sentencia anticipada en lo contencioso administrativo. El juzgador deberá 
dictar sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro derecho o no 
fuere necesario practicar pruebas, caso en el cual correrá traslado para alegar por 
escrito, en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 
y la sentencia se proferirá por escrito. 
 

  2.- Decisión sobre las pruebas documentales. 
 
1.- La parte demandante allegó con la demanda:  

• Copia cedula de la demandante. 
• Derecho de petición presentado el 5 de septiembre de 2017 a la entidad demandada 

solicitando el reajuste pensional y la devolución de aportes en salud. 
• Resolución No. 10681 del 26 de febrero de 2001 por medio del cual se ordenó el 

reconocimiento y pago de pensión de vejez a la demandante. 
•  Comprobante de pago de pensión de jubilación. 

 
La parte demandada NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG no contestó la demanda y 
DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA no allegó pruebas documentales. 
 
Las cuales se incorporarán al proceso y se admitirán como pruebas documentales, de 
conformidad con lo previsto en el art. 173 de la ley 1564. 
 
Adicionalmente la parte demandante solicitó se decretaran las siguientes pruebas 
documentales: 
 

“1.- AL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES MAGISTERIO ANTE LA SECRETARIA DE 
EDUCACION DE MUNICIPIO DE CALI, para que allegue a su despacho copia de todo el 
expediente administrativo de mi representado, petición de que conformidad con lo 
dispuesto en el Articulo 175 parágrafo 1 de la Ley 1437 de 2011, es obligación de la 
demandada hacerlo al momento de dar contestación a la presente demanda. 
 
2.- Se oficie a LA FIDUPREVISORA (entidad encargada del pago de las prestaciones del 
Magisterio), para que allegue a su despacho certificación histórica de todos los pagos de 
pensión efectuados a mi representado, en donde se especifiquen el monto de las 
deducciones efectuadas para el sistema de salud y se indique el porcentaje que ha aplicado 
como fórmula de incremento anual a la mesada pensional de mi representado.” 
 

Estas pruebas serán rechazadas en aplicación de las disposiciones de la ley 1437 que solo 
permiten que el juez libre oficio para obtener documentos cuando la parte no haya logrado 
conseguirlas directamente y allegue copia del correspondiente derecho de petición. 
 
2.- En efecto, en el art. 43. dispone: 

 
...4. Exigir a las autoridades o a los particulares la información que, no obstante 
haber sido solicitada por el interesado, no le haya sido suministrada, siempre que 
sea relevante para los fines del proceso. El juez también hará uso de este poder 
para identificar y ubicar los bienes del ejecutado. 

 



3.- En el art. 78 de la ley 1564 relativo a los deberes de los abogados se dispone que estos 
deben 

 
10. Abstenerse de solicitarle al juez la consecución de documentos que 
directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición hubiere podido 
conseguir. 

 
4.- Y en el art. 173 agrega: 

 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por 
medio de derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte que las solicite, 
salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente. 
III.- Medidas dirigidas a dictar sentencia anticipada. 

 
5.- La anterior es la posición del Consejo de Estado expuesta en múltiples providencias, y aquí 
me he limitado a citar el Auto del 16/07/2020 (CE3, expediente 110010326000201700063-
00 (59256)). 

 
6.- No obstante, de tiempo atrás y a pesar de que siempre se me ha revocado, he venido 
aplicando en esta materia la ley 1564. Mis argumentos han sido negar por incumplimiento 
del art. 78.10 y 173. Sobre la aplicación de esta norma en el contencioso algunos han 
pretendido hacer una discusión, citando para negar su aplicación los arts. 211 y 212 de la ley 
1437. 

 
a) El art. 212 no sirve porque sólo habla de oportunidades para solicitar, decretar, practicar 
e incorporar pruebas. Nada tiene que ver solicitar con negar decretar: no se está negando 
con el argumento de que se hubiese empleado una oportunidad distinta a las allí enunciadas. 
Respecto del art. 211 el asunto no va mejor: la norma dice que se debe integrar el decreto 1400 
de 1970 “en lo que no esté expresamente regulado” y lamento decirle a quienes creen que sí, 
que no está regulado -entre muchas cosas-: i) los deberes de las partes y sus apoderados 
en materia probatoria (art. 78.8, 10 y 11, ley 1564) y el deber del juez en materia 
probatoria (art. 173, ley 1564). 

 
b) Alguna decisión aislada de ponente de la Sección Cuarta del Consejo de Estado ha 
intentado alegando exceso ritual manifiesto, contrariando la norma y omitiendo que 
específicamente existe el deber de cumplir cargas probatorias (inciso final, art. 103, ley 
1437), imponer el proceder que existía en el decreto 1400 de 1970 de oficiar, oficiar, oficiar, 
etc., dilatando años los procesos. Sospecho que tras la decisión está impedir la celeridad 
procesal (art. 4, ley 270, principio de la administración de justicia), un vano intento por 
evitar los numerosos procesos que llegan por el empleo de este mecanismo procesal, y que 
sobrepasa su capacidad de respuesta. Pero ese es su problema, no el mío. 

 
c) En lo que a mí hace, siguiendo a la razón, al sentido común, los principios y las normas 
procesales, invariablemente he aplicado y aplicaré en materia probatoria la ley 1564; 
las razones de otros no son las mías. Y lo he hecho -y lo seguiré haciendo así, decisión 
que he tomado de tiempo atrás en ejercicio de la independencia y autonomía que me 
garantiza la Constitución- desde el año 2014, cuando Gil Botero recordó con este 
extraordinario Auto, un hito en materia de aplicación de la ley 1564: 

 



AUTO DE PONENTE DE LA SECCIÓN TERCERA DEL 6 DE AGOSTO DE 2014. EXP. 88001-23-
33-000-2014-00003-01(50408). SOCIEDAD BEMOR S.A.S. VS ARCHIPIÉLAGO DE SAN 
ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA. CONSEJERO PONENTE ENRIQUE GIL BOTERO 

 
Que, 
 
En consecuencia, a partir del auto de unificación del 25 de junio de 2014, en aquellos procesos 
que aún se tramitan en el sistema escritural, el juez deberá acudir al CGP para regular los 
siguientes temas, que se señalan de manera enunciativa: i) cuantía; ii) intervención de 
terceros; iii) causales de impedimentos y recusaciones; iv) nulidades procesales; v) trámite de 
incidentes; vi) condena en costas; vii) ejecución de las providencias judiciales; viii) trámite de 
los recursos; ix) allanamiento de la demanda; x) comisión; xi) deberes y poderes de los jueces 
[entiéndase, entre otros, art. 173, adición y resalto mío]; xii) auxiliares de la justicia; xiii) 
capacidad y representación de las partes; xiv) deberes y responsabilidades de las partes 
[entiéndase, entre otros, art. 78.8, 10 y 11, adición y resalto mío]; xv) reglas generales del 
procedimiento; xvi) acumulación de procesos; xvii) amparo de pobreza; xviii) interrupción y 
suspensión del proceso; xix) aclaración, corrección y adición de sentencias; xxi) notificaciones; 
xxii) terminación anormal del proceso; xxiii) medidas cautelares y xiv) régimen probatorio 
(solicitud, práctica y decreto) [resalto mío], incluidas las reglas de traslado de pruebas 

documentales y testimoniales,  así ́ como  su  valoración,  siempre  que  se  garanticen  los 
principios rectores de igualdad y de contradicción (v.gr. artículo 167 del CGP y 243 y 
siguientes del CGP, aplicables en materia contencioso administrativa, en virtud de la 
derogatoria expresa del artículo 627 del C.G.P.) 

 
d) Más claro imposible. Quienes litigan en esta jurisdicción están obligados a cumplir las 
cargas probatorias (art. 103, inciso final, ley 1437) y sus deberes probatorios (art. 78.8, 
10 y 11, entre otros numerales, ley 1564). Y en el anverso de este tramado legal, están los 
deberes probatorios del juez (por ejemplo, art. 42.4 y art. 173, ley 1564). La radicalidad de 
la orden del legislador al juez en el art. 173 no deja dudas: “El juez se abstendrá /…/”. Punto. 

 
7. De otra parte, la parte demandada DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA no solicitó 

pruebas y la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG no contestó la demanda.  
 
8.- En desarrollo de lo anterior, en esta providencia (i) se incorporarán las pruebas allegadas, 
admitiendo las documentales presentadas con la demanda; (ii) se adoptarán medidas para 
otorgar a los sujetos procesales la oportunidad para tener acceso a los documentos necesarios 
para presentar sus alegatos de conclusión, luego de lo cual se les correrá el traslado para alegar 
por escrito, por el término de diez días, dentro del cual el señor agente del Ministerio Público 
podrá rendir su concepto; y (iii) surtido el traslado para alegar se proferirá sentencia anticipada 
por escrito. 
 
9.- Las anteriores medidas se imparten en cumplimiento de lo previsto en el parágrafo primero 
del art. 2 del decreto 806 de 2020 conforme con el cual,  
 

se adoptarán todas las medidas para garantizar el debido proceso, la publicidad y el 
derecho de contradicción en la aplicación de las tecnologías de la información y de 
las comunicaciones. Para el efecto, las autoridades judiciales procurarán la efectiva 
comunicación virtual con los usuarios de la administración de justicia y adoptarán 



las medidas pertinentes para que puedan conocer las decisiones y ejercer sus 
derechos 

 
Y en los arts. 3 y 4 del mismo decreto, que disponen, respectivamente: 
 

Art. 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la 
información y las comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus 
actuaciones y asistir a las audiencias y diligencias a través de medios tecnológicos. 
Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial competente, y a todos los 
demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del proceso o 
trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones 
que realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la 
autoridad judicial. 
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las 
actuaciones y desde estos se surtirán todas las notificaciones, mientras no se 
informe un nuevo canal... 

 
Art. 4. Expedientes. Cuando no se tenga acceso al expediente físico en la sede judicial, 
tanto la autoridad judicial como los demás sujetos procesales colaborarán 
proporcionando por cualquier medio las piezas procesales que se encuentren en su 
poder y se requieran para desarrollar la actuación subsiguiente. La autoridad 
judicial, directamente o a través del secretario o el funcionario que haga sus veces, 
coordinará el cumplimiento de lo aquí previsto.... 

 
10.- Aunque a partir de los antecedentes del proceso se estima que los sujetos procesales deben 
contar con los documentos necesarios para formular sus alegaciones en la medida que fueron 
notificados de las actuaciones previas, y se surtieron los traslados correspondientes, con el 
objeto de garantizar su derecho de acceso al expediente podrán señalar si les faltan algunos de 
ellos, dentro del término de cinco días hábiles contados a partir de la ejecutoria del presente 
auto. 
 
11.- El escrito en el que se haga tal manifestación deberá dirigirse al correo electrónico 
adm02cali@cendoj.ramajudicial.gov.co,  habilitado para recibir memoriales y, en forma 
simultánea, por correo electrónico a los demás sujetos procesales (la omisión a este deber se 
sancionará como lo prevé el art. 78.14 de la ley 1564) con el objeto de que estos den 
cumplimiento al deber previsto en el art. 4 del decreto 806 y remitan copia digital de los 
documentos que requieran los demás. 
   
En consecuencia, se RESUELVE: 
 
 
1.- INCORPÓRENSE al expediente las pruebas documentales allegadas con la demanda, las 
cuales se admiten como tales y están relacionadas en la parte motiva de esta providencia. Dese 
cumplimiento por Secretaría. 
 
2.- NIÉGUESE la petición de pruebas documentales de oficio solicitadas por la parte 
demandante. 
 
3.- NOTIFÍQUESE la presente providencia mediante estado electrónico, en atención a lo 
dispuesto por el art. 9 del decreto 806 de 2020. Dese cumplimiento por Secretaría. 

mailto:adm02cali@cendoj.ramajudicial.gov.co


 
4.- EJECUTORIADA la presente decisión ingrésese el proceso al despacho para correr traslado 
para alegar de conclusión, verificadas las condiciones señaladas en la parte motiva. Dese 
cumplimiento por Secretaría. 
 
5.- Al estar verificado que se encuentran registrados los correos electrónicos de los sujetos 
procesales, solo se recuerda que deben comunicar a la Secretaría de este despacho cualquier 
modificación en la información de los canales de comunicación electrónica, dando 
cumplimiento a lo dispuesto en el art. 3 del decreto 806 de 2020. 
 
 
Notifíquese y cumplase. 
 

 
CÉSAR AUGUSTO SAAVEDRA MADRID 

Juez Segundo Administrativo de Oralidad 
 



 
 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO  
DE ORALIDAD 

SANTIAGO DE CALI  

Radicación: 76001-33-33-002-2019-00040-00 
Demandante: PEDRO LUIS FRANCO MORALES 
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG-.  
 

Santiago de Cali, 22 de octubre de 2020 
          

Auto Interlocutorio No. 593   
 
Profiere el Juzgado, en sede de instancia, la decisión sobre sentencia anticipada que ordena el 
decreto 806 de 2020, proceso que promueve PEDRO LUIS FRANCO MORALES contra NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO -FOMAG-. 
 

1-. Antecedentes del proceso y ajuste del trámite al Decreto 806 de 2020 
 
a.- La demanda que dio origen al proceso fue presentada el día 18 de febrero de 2019 por PEDRO 
LUIS FRANCO MORALES. 
 
b.- Se dirigió contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG, misma que tiene como objeto la 
reliquidación de su pensión de jubilación la inclusión de todos los factores salariales devengados en 
el año anterior a la adquisición del status pensional. 
  
c.- Fue admitida por Auto interlocutorio No. 2133 DEL 24 DE JULIO DE 2019, notificado 
personalmente a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG-, al MINISTERIO PÚBLICO y a la AGENCIA NACIONAL DE 
DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO.  
 
d.- De conformidad con la constancia secretarial que obra en el expediente, se surtió la notificación 
personal y los traslados respectivos. 
 
e.- El proceso ingresó al despacho para convocar a la audiencia inicial de que trata el art. 180 de la 
ley 1437. Sin embargo, en la medida en que se verifica la hipótesis del art. 13.1 del decreto 806 para 
dictar sentencia anticipada, toda vez que únicamente la demandante allegó pruebas documentales y 
las adicionales que solicitó serán rechazadas en esta providencia, por lo que no es necesario 
practicar pruebas, no se llevará a cabo audiencia inicial y se adoptarán las medidas para adecuar el 
trámite al citado decreto, que en este punto dispone textualmente: 
 

Art. 13. Sentencia anticipada en lo contencioso administrativo. El juzgador deberá dictar 
sentencia anticipada: 
1. Antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro derecho o no fuere 
necesario practicar pruebas, caso en el cual correrá traslado para alegar por escrito, en 



la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 y la sentencia 
se proferirá por escrito. 
 

  2.- Decisión sobre las pruebas documentales. 
 
1.- La parte demandante allegó con la demanda:  

• Resolución No. 0838 del 08 de abril de 2008 la Secretaria de Educación del Departamento 
del Valle del Cauca reconoció y ordenó el pago de pensión de jubilación. 

• Copia cedula de ciudadanía. 
• Oficio radicado 201841430200089321 del 3 de diciembre 2018. 
• Petición del 29 de noviembre de 2018 solicitando la reliquidación pensional. 
• Copia sentencias jurisdicción contenciosa relacionadas con el tema objeto del proceso. 

 
La parte demandada NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG no allegó pruebas. 
 
Las cuales se incorporarán al proceso y se admitirán como pruebas documentales, de conformidad 
con lo previsto en el art. 173 de la ley 1564. 
 
Adicionalmente la parte demandante solicitó se decrete la siguiente prueba documental: 
 

“Solicitó a su honorable despacho se oficie a la entidad demandada con el fin de que se sirva 
aportar al presente proceso los certificados de salarios correspondientes al año 
inmediatamente anterior en que mi representado adquirió el status de pensionado, y al año en 
que adquirió el status.” 

 
Esta prueba será rechazada en aplicación de las disposiciones de la ley 1437 que solo permite que 
el juez libre oficio para obtener documentos cuando la parte no haya logrado conseguirlas 
directamente y allegue copia del correspondiente derecho de petición. 
 
2.- En efecto, en el art. 43. dispone: 

 
...4. Exigir a las autoridades o a los particulares la información que, no obstante haber 
sido solicitada por el interesado, no le haya sido suministrada, siempre que sea 
relevante para los fines del proceso. El juez también hará uso de este poder para 
identificar y ubicar los bienes del ejecutado. 

 
3.- En el art. 78 de la ley 1564 relativo a los deberes de los abogados se dispone que estos deben 

 
10. Abstenerse de solicitarle al juez la consecución de documentos que directamente 
o por medio del ejercicio del derecho de petición hubiere podido conseguir. 

 
4.- Y en el art. 173 agrega: 

 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por 
medio de derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo 
cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse sumariamente. 
III.- Medidas dirigidas a dictar sentencia anticipada. 

 
5.- La anterior es la posición del Consejo de Estado expuesta en múltiples providencias, y aquí me 



he limitado a citar el Auto del 16/07/2020 (CE3, expediente 110010326000201700063-00 
(59256)). 

 
6.- No obstante, de tiempo atrás y a pesar de que siempre se me ha revocado, he venido aplicando 
en esta materia la ley 1564. Mis argumentos han sido negar por incumplimiento del art. 78.10 y 
173. Sobre la aplicación de esta norma en el contencioso algunos han pretendido hacer una 
discusión, citando para negar su aplicación los arts. 211 y 212 de la ley 1437. 

 
a) El art. 212 no sirve porque sólo habla de oportunidades para solicitar, decretar, practicar e 
incorporar pruebas. Nada tiene que ver solicitar con negar decretar: no se está negando con el 
argumento de que se hubiese empleado una oportunidad distinta a las allí enunciadas. Respecto 
del art. 211 el asunto no va mejor: la norma dice que se debe integrar el decreto 1400 de 1970 “en 
lo que no esté expresamente regulado” y lamento decirle a quienes creen que sí, que no está 
regulado -entre muchas cosas-: i) los deberes de las partes y sus apoderados en materia 
probatoria (art. 78.8, 10 y 11, ley 1564) y el deber del juez en materia probatoria (art. 173, ley 
1564). 

 
b) Alguna decisión aislada de ponente de la Sección Cuarta del Consejo de Estado ha intentado 
alegando exceso ritual manifiesto, contrariando la norma y omitiendo que específicamente existe 
el deber de cumplir cargas probatorias (inciso final, art. 103, ley 1437), imponer el proceder que 
existía en el decreto 1400 de 1970 de oficiar, oficiar, oficiar, etc., dilatando años los procesos. 
Sospecho que tras la decisión está impedir la celeridad procesal (art. 4, ley 270, principio de 
la administración de justicia), un vano intento por evitar los numerosos procesos que llegan por 
el empleo de este mecanismo procesal, y que sobrepasa su capacidad de respuesta. Pero ese es su 
problema, no el mío. 

 
c) En lo que a mí hace, siguiendo a la razón, al sentido común, los principios y las normas 
procesales, invariablemente he aplicado y aplicaré en materia probatoria la ley 1564; las 
razones de otros no son las mías. Y lo he hecho -y lo seguiré haciendo así, decisión que he 
tomado de tiempo atrás en ejercicio de la independencia y autonomía que me garantiza la 
Constitución- desde el año 2014, cuando Gil Botero recordó con este extraordinario Auto, un hito 
en materia de aplicación de la ley 1564: 

 
AUTO DE PONENTE DE LA SECCIÓN TERCERA DEL 6 DE AGOSTO DE 2014. EXP. 88001-23-33-000-
2014-00003-01(50408). SOCIEDAD BEMOR S.A.S. VS ARCHIPIÉLAGO DE SAN ANDRÉS, 
PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA. CONSEJERO PONENTE ENRIQUE GIL BOTERO 

 
Que, 
 
En consecuencia, a partir del auto de unificación del 25 de junio de 2014, en aquellos procesos que 
aún se tramitan en el sistema escritural, el juez deberá acudir al CGP para regular los siguientes 
temas, que se señalan de manera enunciativa: i) cuantía; ii) intervención de terceros; iii) 
causales de impedimentos y recusaciones; iv) nulidades procesales; v) trámite de incidentes; vi) 
condena en costas; vii) ejecución de las providencias judiciales; viii) trámite de los recursos; ix) 
allanamiento de la demanda; x) comisión; xi) deberes y poderes de los jueces [entiéndase, entre 
otros, art. 173, adición y resalto mío]; xii) auxiliares de la justicia; xiii) capacidad y 
representación de las partes; xiv) deberes y responsabilidades de las partes [entiéndase, entre 
otros, art. 78.8, 10 y 11, adición y resalto mío]; xv) reglas generales del procedimiento; xvi) 
acumulación de procesos; xvii) amparo de pobreza; xviii) interrupción y suspensión del proceso; 
xix) aclaración, corrección y adición de sentencias; xxi) notificaciones; xxii) terminación anormal 
del proceso; xxiii) medidas cautelares y xiv) régimen probatorio (solicitud, práctica y decreto) 



[resalto mío], incluidas las reglas de traslado de pruebas documentales y testimoniales,  así ́ como  
su  valoración,  siempre  que  se  garanticen  los principios rectores de igualdad y de contradicción 
(v.gr. artículo 167 del CGP y 243 y siguientes del CGP, aplicables en materia contencioso 
administrativa, en virtud de la derogatoria expresa del artículo 627 del C.G.P.) 

 
d) Más claro imposible. Quienes litigan en esta jurisdicción están obligados a cumplir las cargas 
probatorias (art. 103, inciso final, ley 1437) y sus deberes probatorios (art. 78.8, 10 y 11, entre 
otros numerales, ley 1564). Y en el anverso de este tramado legal, están los deberes probatorios 
del juez (por ejemplo, art. 42.4 y art. 173, ley 1564). La radicalidad de la orden del legislador al 
juez en el art. 173 no deja dudas: “El juez se abstendrá /…/”. Punto. 

 
7. De otra parte, la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG no contestó la demanda.  
 
8.- En desarrollo de lo anterior, en esta providencia (i) se incorporarán las pruebas allegadas, 
admitiendo las documentales presentadas con la demanda; (ii) se adoptarán medidas para otorgar 
a los sujetos procesales la oportunidad para tener acceso a los documentos necesarios para 
presentar sus alegatos de conclusión, luego de lo cual se les correrá el traslado para alegar por 
escrito, por el término de diez días, dentro del cual el señor agente del Ministerio Público podrá 
rendir su concepto; y (iii) surtido el traslado para alegar se proferirá sentencia anticipada por 
escrito. 
 
9.- Las anteriores medidas se imparten en cumplimiento de lo previsto en el parágrafo primero del 
art. 2 del decreto 806 de 2020 conforme con el cual,  
 

se adoptarán todas las medidas para garantizar el debido proceso, la publicidad y el 
derecho de contradicción en la aplicación de las tecnologías de la información y de las 
comunicaciones. Para el efecto, las autoridades judiciales procurarán la efectiva 
comunicación virtual con los usuarios de la administración de justicia y adoptarán las 
medidas pertinentes para que puedan conocer las decisiones y ejercer sus derechos 

 
Y en los arts. 3 y 4 del mismo decreto, que disponen, respectivamente: 
 

Art. 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la información 
y las comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir 
a las audiencias y diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán 
suministrar a la autoridad judicial competente, y a todos los demás sujetos procesales, 
los canales digitales elegidos para los fines del proceso o trámite y enviar a través de 
estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que realicen, simultáneamente 
con copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial. 
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las actuaciones 
y desde estos se surtirán todas las notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal... 

 
Art. 4. Expedientes. Cuando no se tenga acceso al expediente físico en la sede judicial, 
tanto la autoridad judicial como los demás sujetos procesales colaborarán 
proporcionando por cualquier medio las piezas procesales que se encuentren en su 
poder y se requieran para desarrollar la actuación subsiguiente. La autoridad judicial, 
directamente o a través del secretario o el funcionario que haga sus veces, coordinará el 
cumplimiento de lo aquí previsto.... 

 



10- Aunque a partir de los antecedentes del proceso se estima que los sujetos procesales deben 
contar con los documentos necesarios para formular sus alegaciones en la medida que fueron 
notificados de las actuaciones previas, y se surtieron los traslados correspondientes, con el objeto 
de garantizar su derecho de acceso al expediente podrán señalar si les faltan algunos de ellos, dentro 
del término de cinco días hábiles contados a partir de la ejecutoria del presente auto. 
 
11.- El escrito en el que se haga tal manifestación deberá dirigirse al correo electrónico 
adm02cali@cendoj.ramajudicial.gov.co,  habilitado para recibir memoriales y, en forma simultánea, 
por correo electrónico a los demás sujetos procesales (la omisión a este deber se sancionará como 
lo prevé el art. 78.14 de la ley 1564) con el objeto de que estos den cumplimiento al deber previsto 
en el art. 4 del decreto 806 y remitan copia digital de los documentos que requieran los demás. 
 
  En consecuencia, se RESUELVE: 
 
 
1.- INCORPÓRENSE al expediente las pruebas documentales allegadas con la demanda, las cuales se 
admiten como tales y están relacionadas en la parte motiva de esta providencia. Dese 
cumplimiento por Secretaría. 
 
2.- NIÉGUESE la petición de pruebas documentales de oficio solicitadas por la parte demandante. 
 
3.- NOTIFÍQUESE la presente providencia mediante estado electrónico, en atención a lo dispuesto 
por el art. 9 del decreto 806 de 2020. Dese cumplimiento por Secretaría. 
 
4.- EJECUTORIADA la presente decisión ingrésese el proceso al despacho para correr traslado 
para alegar de conclusión, verificadas las condiciones señaladas en la parte motiva. Dese 
cumplimiento por Secretaría. 
 
5.- Al estar verificado que se encuentran registrados los correos electrónicos de los sujetos 
procesales, solo se recuerda que deben comunicar a la Secretaría de este despacho cualquier 
modificación en la información de los canales de comunicación electrónica, dando cumplimiento a 
lo dispuesto en el art. 3 del decreto 806 de 2020. 
 
Notifíquese y cumplase. 
 

 
 

 
 
 

CÉSAR AUGUSTO SAAVEDRA MADRID 
Juez Segundo Administrativo de Oralidad 
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO  
DE ORALIDAD 

SANTIAGO DE CALI  

Radicación: 76001-33-33-002-2019-00281-00 
Demandante: LUIS ALFONSO ESTANCIO PUELLO  
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG- y 
MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI.  

 
Santiago de Cali, 22 de octubre de 2020 

          
Auto Interlocutorio No. 594   

 
Profiere el Juzgado, en sede de instancia, la decisión sobre sentencia anticipada que ordena el 
decreto 806 de 2020, proceso que promueve LUIS ALFONSO ESTANCIO PUELLO contra 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO -FOMAG- y MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI. 
 

1-. Antecedentes del proceso y ajuste del trámite al Decreto 806 de 2020 
 
a.- La demanda que dio origen al proceso fue presentada el día 21 de OCTUBRE de 2019 por 
LUIS ALFONSO ESTANCIO PUELLO. 
 
b.- Se dirigió contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG y MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, 
misma que tiene como objeto el reajuste pensional conforme los porcentajes en que el Gobierno 
Nacional ha aumentado cada año el salario mínimo legal mensual y negó el reintegro de los 
descuentos por salud superiores al 5% que se realizan a su mesada pensional, incluido las 
mesadas de junio y diciembre. 
 
c.- Fue admitida por Auto interlocutorio No. 3048 del 25 de noviembre de 2019, notificado 
personalmente a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG-, al MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, 
al MINISTERIO PÚBLICO y a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO.  
 
d.- De conformidad con la constancia secretarial que obra en el expediente, se surtió la 
notificación personal y los traslados respectivos.. 
 
e.- El proceso ingresó al despacho para convocar a la audiencia inicial de que trata el art. 180 
de la ley 1437. Sin embargo, en la medida en que se verifica la hipótesis del art. 13.1 del decreto 
806 para dictar sentencia anticipada, toda vez que únicamente la demandante allegó pruebas 
documentales y no solicitó el decreto de adicionales, por lo que no es necesario practicar 
pruebas, no se llevará a cabo audiencia inicial y se adoptarán las medidas para adecuar el 
trámite al citado decreto, que en este punto dispone textualmente: 
 

Art. 13. Sentencia anticipada en lo contencioso administrativo. El juzgador deberá 
dictar sentencia anticipada: 



1. Antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro derecho o no 
fuere necesario practicar pruebas, caso en el cual correrá traslado para alegar por 
escrito, en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 
y la sentencia se proferirá por escrito. 
 

  2.- Decisión sobre las pruebas documentales. 
 
1.- La parte demandante allegó con la demanda:  

• Copia cedula de la demandante. 
• Derecho de petición presentado el 8 de noviembre de 2016 a la entidad demandada 

solicitando el reajuste pensional y la devolución de aportes en salud. 
• Resolución No. 4143.0.21.4114 del 26 de mayo de 2010 por medio del cual se ordenó el 

reconocimiento y pago de pensión de vejez al demandante. 
•  Comprobante de pago de pensión de jubilación. 
• Oficio Radicado No. 4143.3.13.4986 del 17 de noviembre de 2016 por medio del cual la 

Secretaria de Educación del Municipio de Santiago de Cali da respuesta a la petición 
manifestando no ser competente para emitir pronunciamiento de fondo. 

 
La parte demandada NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG no contestó la demanda y MUNICIPIO 
DE SANTIAGO DE CALI, aportó: 
 

• Antecedentes administrativos -expediente virtual-. 
 
Las cuales se incorporarán al proceso y se admitirán como pruebas documentales, de 
conformidad con lo previsto en el art. 173 de la ley 1564. 
 
Adicionalmente la parte demandante solicitó se decretaran las siguientes pruebas 
documentales: 
 

“1.- AL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES MAGISTERIO ANTE LA SECRETARIA DE 
EDUCACION DE MUNICIPIO DE CALI, para que allegue a su despacho copia de todo el 
expediente administrativo de mi representado, petición de que conformidad con lo 
dispuesto en el Articulo 175 parágrafo 1 de la Ley 1437 de 2011, es obligación de la 
demandada hacerlo al momento de dar contestación a la presente demanda. 
 
2.- Se oficie a LA FIDUPREVISORA (entidad encargada del pago de las prestaciones del 
Magisterio), para que allegue a su despacho certificación histórica de todos los pagos de 
pensión efectuados a mi representado, en donde se especifiquen el monto de las 
deducciones efectuadas para el sistema de salud y se indique el porcentaje que ha aplicado 
como fórmula de incremento anual a la mesada pensional de mi representado.” 
 

Estas pruebas serán rechazadas en aplicación de las disposiciones de la ley 1437 que solo 
permiten que el juez libre oficio para obtener documentos cuando la parte no haya logrado 
conseguirlas directamente y allegue copia del correspondiente derecho de petición. 
 
2.- En efecto, en el art. 43. dispone: 

 
...4. Exigir a las autoridades o a los particulares la información que, no obstante 
haber sido solicitada por el interesado, no le haya sido suministrada, siempre que 



sea relevante para los fines del proceso. El juez también hará uso de este poder 
para identificar y ubicar los bienes del ejecutado. 

 
3.- En el art. 78 de la ley 1564 relativo a los deberes de los abogados se dispone que estos 
deben 

 
10. Abstenerse de solicitarle al juez la consecución de documentos que 
directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición hubiere podido 
conseguir. 

 
4.- Y en el art. 173 agrega: 

 
El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por 
medio de derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte que las solicite, 
salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente. 
III.- Medidas dirigidas a dictar sentencia anticipada. 

 
5.- La anterior es la posición del Consejo de Estado expuesta en múltiples providencias, y aquí 
me he limitado a citar el Auto del 16/07/2020 (CE3, expediente 110010326000201700063-
00 (59256)). 

 
6.- No obstante, de tiempo atrás y a pesar de que siempre se me ha revocado, he venido 
aplicando en esta materia la ley 1564. Mis argumentos han sido negar por incumplimiento 
del art. 78.10 y 173. Sobre la aplicación de esta norma en el contencioso algunos han 
pretendido hacer una discusión, citando para negar su aplicación los arts. 211 y 212 de la ley 
1437. 

 
a) El art. 212 no sirve porque sólo habla de oportunidades para solicitar, decretar, practicar 
e incorporar pruebas. Nada tiene que ver solicitar con negar decretar: no se está negando 
con el argumento de que se hubiese empleado una oportunidad distinta a las allí enunciadas. 
Respecto del art. 211 el asunto no va mejor: la norma dice que se debe integrar el decreto 1400 
de 1970 “en lo que no esté expresamente regulado” y lamento decirle a quienes creen que sí, 
que no está regulado -entre muchas cosas-: i) los deberes de las partes y sus apoderados 
en materia probatoria (art. 78.8, 10 y 11, ley 1564) y el deber del juez en materia 
probatoria (art. 173, ley 1564). 

 
b) Alguna decisión aislada de ponente de la Sección Cuarta del Consejo de Estado ha 
intentado alegando exceso ritual manifiesto, contrariando la norma y omitiendo que 
específicamente existe el deber de cumplir cargas probatorias (inciso final, art. 103, ley 
1437), imponer el proceder que existía en el decreto 1400 de 1970 de oficiar, oficiar, oficiar, 
etc., dilatando años los procesos. Sospecho que tras la decisión está impedir la celeridad 
procesal (art. 4, ley 270, principio de la administración de justicia), un vano intento por 
evitar los numerosos procesos que llegan por el empleo de este mecanismo procesal, y que 
sobrepasa su capacidad de respuesta. Pero ese es su problema, no el mío. 

 
c) En lo que a mí hace, siguiendo a la razón, al sentido común, los principios y las normas 
procesales, invariablemente he aplicado y aplicaré en materia probatoria la ley 1564; 
las razones de otros no son las mías. Y lo he hecho -y lo seguiré haciendo así, decisión 
que he tomado de tiempo atrás en ejercicio de la independencia y autonomía que me 



garantiza la Constitución- desde el año 2014, cuando Gil Botero recordó con este 
extraordinario Auto, un hito en materia de aplicación de la ley 1564: 

 
AUTO DE PONENTE DE LA SECCIÓN TERCERA DEL 6 DE AGOSTO DE 2014. EXP. 88001-23-
33-000-2014-00003-01(50408). SOCIEDAD BEMOR S.A.S. VS ARCHIPIÉLAGO DE SAN 
ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA. CONSEJERO PONENTE ENRIQUE GIL BOTERO 

 
Que, 
 
En consecuencia, a partir del auto de unificación del 25 de junio de 2014, en aquellos procesos 
que aún se tramitan en el sistema escritural, el juez deberá acudir al CGP para regular los 
siguientes temas, que se señalan de manera enunciativa: i) cuantía; ii) intervención de 
terceros; iii) causales de impedimentos y recusaciones; iv) nulidades procesales; v) trámite de 
incidentes; vi) condena en costas; vii) ejecución de las providencias judiciales; viii) trámite de 
los recursos; ix) allanamiento de la demanda; x) comisión; xi) deberes y poderes de los jueces 
[entiéndase, entre otros, art. 173, adición y resalto mío]; xii) auxiliares de la justicia; xiii) 
capacidad y representación de las partes; xiv) deberes y responsabilidades de las partes 
[entiéndase, entre otros, art. 78.8, 10 y 11, adición y resalto mío]; xv) reglas generales del 
procedimiento; xvi) acumulación de procesos; xvii) amparo de pobreza; xviii) interrupción y 
suspensión del proceso; xix) aclaración, corrección y adición de sentencias; xxi) notificaciones; 
xxii) terminación anormal del proceso; xxiii) medidas cautelares y xiv) régimen probatorio 
(solicitud, práctica y decreto) [resalto mío], incluidas las reglas de traslado de pruebas 

documentales y testimoniales,  así ́ como  su  valoración,  siempre  que  se  garanticen  los 
principios rectores de igualdad y de contradicción (v.gr. artículo 167 del CGP y 243 y 
siguientes del CGP, aplicables en materia contencioso administrativa, en virtud de la 
derogatoria expresa del artículo 627 del C.G.P.) 

 
d) Más claro imposible. Quienes litigan en esta jurisdicción están obligados a cumplir las 
cargas probatorias (art. 103, inciso final, ley 1437) y sus deberes probatorios (art. 78.8, 
10 y 11, entre otros numerales, ley 1564). Y en el anverso de este tramado legal, están los 
deberes probatorios del juez (por ejemplo, art. 42.4 y art. 173, ley 1564). La radicalidad de 
la orden del legislador al juez en el art. 173 no deja dudas: “El juez se abstendrá /…/”. Punto. 

 
7. De otra parte, la parte demandada MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI no solicitó pruebas 

y la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FOMAG no contestó la demanda.  
 
8.- En desarrollo de lo anterior, en esta providencia (i) se incorporarán las pruebas allegadas, 
admitiendo las documentales presentadas con la demanda; (ii) se adoptarán medidas para 
otorgar a los sujetos procesales la oportunidad para tener acceso a los documentos necesarios 
para presentar sus alegatos de conclusión, luego de lo cual se les correrá el traslado para alegar 
por escrito, por el término de diez días, dentro del cual el señor agente del Ministerio Público 
podrá rendir su concepto; y (iii) surtido el traslado para alegar se proferirá sentencia anticipada 
por escrito. 
 
9.- Las anteriores medidas se imparten en cumplimiento de lo previsto en el parágrafo primero 
del art. 2 del decreto 806 de 2020 conforme con el cual,  
 

se adoptarán todas las medidas para garantizar el debido proceso, la publicidad y el 
derecho de contradicción en la aplicación de las tecnologías de la información y de 



las comunicaciones. Para el efecto, las autoridades judiciales procurarán la efectiva 
comunicación virtual con los usuarios de la administración de justicia y adoptarán 
las medidas pertinentes para que puedan conocer las decisiones y ejercer sus 
derechos 

 
Y en los arts. 3 y 4 del mismo decreto, que disponen, respectivamente: 
 

Art. 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la 
información y las comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus 
actuaciones y asistir a las audiencias y diligencias a través de medios tecnológicos. 
Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial competente, y a todos los 
demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del proceso o 
trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones 
que realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la 
autoridad judicial. 
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las 
actuaciones y desde estos se surtirán todas las notificaciones, mientras no se 
informe un nuevo canal... 

 
Art. 4. Expedientes. Cuando no se tenga acceso al expediente físico en la sede judicial, 
tanto la autoridad judicial como los demás sujetos procesales colaborarán 
proporcionando por cualquier medio las piezas procesales que se encuentren en su 
poder y se requieran para desarrollar la actuación subsiguiente. La autoridad 
judicial, directamente o a través del secretario o el funcionario que haga sus veces, 
coordinará el cumplimiento de lo aquí previsto.... 

 
10.- Aunque a partir de los antecedentes del proceso se estima que los sujetos procesales deben 
contar con los documentos necesarios para formular sus alegaciones en la medida que fueron 
notificados de las actuaciones previas, y se surtieron los traslados correspondientes, con el 
objeto de garantizar su derecho de acceso al expediente podrán señalar si les faltan algunos de 
ellos, dentro del término de cinco días hábiles contados a partir de la ejecutoria del presente 
auto. 
 
11.- El escrito en el que se haga tal manifestación deberá dirigirse al correo electrónico 
adm02cali@cendoj.ramajudicial.gov.co,  habilitado para recibir memoriales y, en forma 
simultánea, por correo electrónico a los demás sujetos procesales (la omisión a este deber se 
sancionará como lo prevé el art. 78.14 de la ley 1564) con el objeto de que estos den 
cumplimiento al deber previsto en el art. 4 del decreto 806 y remitan copia digital de los 
documentos que requieran los demás. 
   
En consecuencia, se RESUELVE: 
 
 
1.- INCORPÓRENSE al expediente las pruebas documentales allegadas con la demanda, las 
cuales se admiten como tales y están relacionadas en la parte motiva de esta providencia. Dese 
cumplimiento por Secretaría. 
 
2.- NIÉGUESE la petición de pruebas documentales de oficio solicitadas por la parte 
demandante. 
 

mailto:adm02cali@cendoj.ramajudicial.gov.co


3.- NOTIFÍQUESE la presente providencia mediante estado electrónico, en atención a lo 
dispuesto por el art. 9 del decreto 806 de 2020. Dese cumplimiento por Secretaría. 
 
4.- EJECUTORIADA la presente decisión ingrésese el proceso al despacho para correr traslado 
para alegar de conclusión, verificadas las condiciones señaladas en la parte motiva. Dese 
cumplimiento por Secretaría. 
 
5.- Al estar verificado que se encuentran registrados los correos electrónicos de los sujetos 
procesales, solo se recuerda que deben comunicar a la Secretaría de este despacho cualquier 
modificación en la información de los canales de comunicación electrónica, dando 
cumplimiento a lo dispuesto en el art. 3 del decreto 806 de 2020. 
 
 
Notifíquese y cumplase. 
 

 
CÉSAR AUGUSTO SAAVEDRA MADRID 

Juez Segundo Administrativo de Oralidad 
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD SANTIAGO DE CALI 

 
 
 

                     Radicación:            76001-33-33-002-2019-00056-00 
 Demandante:   JOHN DARIO OSPINA BECERRA  
Demandado:   CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES 
Medio de Control: Nulidad y restablecimiento del derecho 

 
Santiago de Cali, 22 de octubre de 2020  

Interlocutorio No. 615 
 

I. ANTECEDENTES 
 

Con escrito enviado al correo institucional de este despacho judicial, presenta el apoderado de la 
parte actora desistimiento de las pretensiones con facultad expresa para desistir, argumentando que 
el estado del arte se encuentra determinado por el Consejo de Estado con reciente jurisprudencia. 
 
De igual manera obra en el expediente virtual del medio de control de la referencia que de dicho 
desistimiento se corrió traslado a la parte contraria mediante mensaje de correo electrónico, la parte 
demandada no se pronunció.        

 
II. CONSIDERACIONES 

 
El art. 314 de la ley 1564 dispone: 

 
Art. 314. Desistimiento de las pretensiones. El demandante podrá desistir de las pretensiones 
mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento 
se presente ante el superior por haberse interpuesto por la demandante apelación de la 
sentencia o casación, se entenderá que comprende el del recurso. 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos 
en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. 
El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 
Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno 
de los demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no 
comprendidas en él. 
(…)” 

 
De conformidad con la norma transcrita, de cierto se tiene que la ley faculta al demandante para 
desistir de las pretensiones del medio de control interpuesto. Teniendo en cuenta que el apoderado 
se encuentra facultado para elevar tal solicitud como se desprende del poder que obra en el 
expediente virtual, se torna procedente declarar el desistimiento de la demanda. De otra parte, no se 
cumplieron los criterios establecidos en el art. 365 de la ley 1564, por lo cual no se condenará en 
costas a la parte actora.  

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo del Valle del Cauca, 

 
 

RESUELVE 
 

1-. ACEPTAR el desistimiento del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho 
presentado por JOHN DARIO OSPINA BECERRA contra la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS 
MILITARES, por las razones expuestas.  

 
2-. ABSTENERSE de condenar en costas. 

 
NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 
 
 
 
 

 
 

CÉSAR AUGUSTO SAAVEDRA MADRID 
El juez 
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD SANTIAGO DE CALI 

 
 
 

                     Radicación:            76001-33-33-002-2018-00169-00 
 Demandante:   EDGAR DIAZ 
Demandado:   NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL-FONDO DE 
                                   PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-FOMAG 
Medio de Control: Nulidad y restablecimiento del derecho 

 
Santiago de Cali, 22 de octubre de 2020  

Interlocutorio No. 616 
 

I. ANTECEDENTES 
 

Con escrito enviado al correo institucional de este despacho judicial, presenta el apoderado de la 
parte actora desistimiento de las pretensiones con facultad expresa para desistir, argumentando que 
el estado del arte se encuentra determinado por el Consejo de Estado con reciente jurisprudencia. 
 
De igual manera obra en el expediente virtual del medio de control de la referencia que de dicho 
desistimiento se corrió traslado a la parte contraria a través de la página de la Rama Judicial del 24 
al 28 de julio de 2020, la parte demandada no se pronunció.        

 
II. CONSIDERACIONES 

 
El art. 314 de la ley 1564 dispone: 

 
Art. 314. Desistimiento de las pretensiones. El demandante podrá desistir de las pretensiones 
mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento 
se presente ante el superior por haberse interpuesto por la demandante apelación de la 
sentencia o casación, se entenderá que comprende el del recurso. 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos 
en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. 
El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 
Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno 
de los demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no 
comprendidas en él. 
(…)” 

 
De conformidad con la norma transcrita, de cierto se tiene que la ley faculta al demandante para 
desistir de las pretensiones del medio de control interpuesto. Teniendo en cuenta que el apoderado 
se encuentra facultado para elevar tal solicitud como se desprende del poder que obra en el 
expediente virtual, se torna procedente declarar el desistimiento de la demanda. De otra parte, no se 
cumplieron los criterios establecidos en el art. 365 de la ley 1564, por lo cual no se condenará en 
costas a la parte actora.  

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo del Valle del Cauca, 

 
 

RESUELVE 
 

1-. ACEPTAR el desistimiento del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho 
presentado por EDGAR DIAZ contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL-FONDO 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-FOMAG, por las razones expuestas.  

 
2-. ABSTENERSE de condenar en costas. 

 
NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 
 
 
 
 

 
 

CÉSAR AUGUSTO SAAVEDRA MADRID 
El juez 


